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SENTENCIA

Ha decidido

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

Sala Primera. Sentencia 43/1993, de 8 de
febrero. Recurso de amparo 1.713/1990.
I.N.S.S. contra Sentencia de la Sala de lo
Social del T5.J. de Madrid dictada en recurso
de suplicación sobre reconocimiento de situa­
ción de incapacidad permanente absoluta.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: Incongruencia por omisión.

6606

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por
doña María del Carmen Fernández Díez en relación con
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 3 de abril de 1990, confir­
matoria de la Magistratura de Trabajo núm. l'de Burgos
de 27 de septiembre de 1988.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de febrero de mil novecientos
noventa y tres.-Luis López Guerra, Alvaro Rodríguez
Bereijo, José Gabaldón López, Julio Diego González Cam­
pos y Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Món y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra y don Pedro Cruz VillaIón, Magistrados, ha
pronunciado

En el recurso de amparo núm. 1.713/90, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña Ana María
Ruiz de Velasco, en nombre y representación del Instituto
Nacional de la Seguridad Social. asistida del Letrado don
Juan Manuel Sauri Manzano, contra la Sentencia de 8
de mayo de 1990, dictada por la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el recurso
de suplicación núm. 2.707/88. Ha comparecido el Minis­
terio Fiscal y ha sido Ponente don Pedro Cruz Villalón,
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal en
fecha 4 de julio de 1990, la Procuradora de los Tri­
bunales, doña Ana María Ruiz de Velasco, en nombre
y representación del Instituto Nacional de la Seguridad
Social. interpuso recurso de amparo contra la Sentencia
de 8 de mayo de 1990, dictada por la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid en el recurso
de suplicación núm. 2.707/88.

2. Los hechos en que se basa la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

A) Contra el Instituto Nacional de la Seguridad
Social y la Tesorería General de ese mismo organismo
se presentó demanda de reclamación de particular, peón
agrícola, a fin de que le fuese reconocida al mismo la
situación de incapacidad permanente absoluta, en lugar
de la incapacidad permanente total que éste tenía reco­
nocida, y, subsidiariamente, un incremento del 20 por

designado por el «arrendador», quien, con la recaudación
en su poder, porcedía a abonar la compensación eco­
nómica ...; la anterior conclusión no queda desvirtuada
por el hecho de que el actor se comprometiera a darse
de alta en la licencia fiscal y en Seguridad Social. así
como porque se permitiese al mismo la suscripción de
contratos de trabajo». Como consecuencia ·de lo anterior
revoca la Sentencia de instancia y declara la compe­
tencia de la jurisdicción social para el conocimiento del
asunto.

Por último, la Sentencia dictada por la misma Sala
de lo Social del T.S.J.M. el 30 de enero de 1990, también
aportada como término comparativo, confirma la decla­
ración de nulidad del despido llevada a cabo en la Sen­
tencia de Magistratura, previa desestimación de la excep­
ción de incompetencia de jurisdicción opuesta en el
recurso que ya había sido anteriormente desestimada
en la resolución judicial de primera instancia.

5. Lo expuesto, aunque en apariencia pudiera reve­
lar una desigual aplicación de la Ley, exige sin embargo
el contraste con otros hechos externos a las propias
resoluciones, señalados por la Empresa demandada; así
la existencia de dos Sentencias, dictadas por el mismo
órgano judicial -Sala de lo Social del T.S.J.M.-, también
en fechas anteriores a la hora impugnada -30 de enero
y 13 de febrero de 1990-las cuales, resolviendo supues­
tos asimismo sustancialmente idénticos al ahora exa­
minado, efectúan pronunciamientos en el mismo sentido
que la resolución judicial objeto de este recurso, es decir,
declaran también la incompetencia de la jurisdicción
social para el conocimiento del asunto. Estas revelan
que la impugnada no significó por sí sola un cambio
abrupto, inesperado e inmotivado en el criterio del Tri­
bunal sino que, según ya dijimos en las SSTC 201/1991,
202/1991 -y por remisión en las 221/1991 y
112/1992- dicha Sentencia no aparece como una reso­
lución aislada que irreflexiva o arbitrariamente cambio
de modo ocasional e inesperado una línea mantenida
sin contradicción relevante, sino que, muy al contrario,
reproduce el criterio ya formulado en otras anteriores;
de lo cual se desprende la existencia de dos criterios
distintos que alternan y representan concepciones jurí­
dicas también diferentes pero ambas razonadas y fun­
dadas: La que conceptúa como laboral la relación entre
la empresa y los llamados «depositarios» y la que con­
sidera que, para serlo, no reúne los elementos del
arto 1.1 del Estatuto de los Trabajadores, lo cual deter­
mina la declaración de incompetencia de la jurisdicción
laboral. Aquel criterio funda las Sentencias del T.S.J. de
30 de octubre de 1989 y 30 de enero de 1990, y el
segundo, las de 30 de enero de 1990, 13 de febrero
de 1990 y 3 de abril de 1990 (que es la aquí impugnada).

6. La Sentencia que se impugna, en sí misma fun­
dada como antes decimos, no aparece aislada sino en
la misma línea de otras que mantenían igual criterio.
Teniendo, pues, en cuenta la citada doctrina de este
Tribunal. ha de concluirse que no ha habido en el caso
un apartamiento infundado por un órgano judicial que
rompa arbitrariamente la doctrina anterior aplicada a un
supuesto idéntico, y en consecuencia no cabe reputar
que la misma haya vulnerado el derecho de igualdad
en la aplicación de la Ley que es el sometido a la decisión
de este Tribunal, el cual. evidentemente, no es un órgano
cuyo cometido consista en la unificacdión de doctrina.
Procede, por tanto, la desestimación del recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,
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100 de la base reguladora sobre la pensión de inca­
pacidad permanente total anteriormente citada.

La Magistratura de Trabajo (hoy Juzgado de lo Social)
núm. 2 de Jerez de la Frontera dictó Sentencia deses­
timando el recurso en cuanto a la pretensión de reco­
nocimiento de la situación de incapacidad permanente
absoluta y estimándola. en parte. respecto del incremen­
to del 20 por 100 de la base reguladora de la incapacidad
permanente total reconocida.

B) Contra la anterior Sentencia. ell.N.S.S. y la Teso­
rería formularon recurso de suplicación que se afirma
sustentado en el arto 152.1.° de la Ley de Procedimiento
Laboral. por entender infringida en la Sentencia de ins­
tancia el arto 11.4.° de la Ley 24/1972. de 21 de junio.
de Financiación y Perfeccionamiento de la Acción Pro­
tectora del Régimen General de la Seguridad Social. al
no resultar aplicable el incremento reconocido en esas
normas a los trabajadores por cuenta propia.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid dictó Sentencia en fecha 8 de mayo de 1990.
por la que se desestimó el recurso. Destaca el actor.
respecto de esta resolución que la misma no contiene
razonamiento alguno sobre la cuestión planteada a tra­
vés del recurso. limitándose a argumentar sobre la pro­
cedencia de confirmar la Sentencia de instancia en la
materia relativa a la incapacidad permanente total.

Con base en los anteriores hechos. la demandante
de amparo suplica de este Tribunal se dicte Sentencia
por la que se declare la nulidad de la Sentencia impug­
nada. ordenando a dicho Tribunal que dicte otra por
la que resuelva sobre el fondo sin incurrir en incongruen­
cia. esto es. pronunciándose sobre el objeto concreto
del recurso formulado.

3. Alega la actora la vulneración del derecho fun­
damental a obtener tutela judicial efectiva que consagra
el art. 24.1 de la Constitución. en su vertiente de derecho
a la obtención de una resolución congruente que exa­
mine y decida sobre la materia o cuestión litigiosa plan­
teada. siendo así que la Sentencia de la Sala de lo Social
se desvía de la misma y omite toda referencia a lo que
precisamente consistía el objeto fundamental del recurso
de suplicación. esto es. la correcta o incorrecta aplicación
del incremento del 20 por 100 de la base reguladora
de la incapacidad permanente total a los trabajadores
por cuenta propia o autónomos.

4. Por providencia de 14 de enero de 1991. la Sec­
ción Segunda (Sala Primera) de este Tribunal acuerda
tener por interpuesto el presente recurso de amparo y.
a tenor de lo dispuesto en el arto 50.5 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional. conceder un plazo de diez
días a la solicitante del amparo para que. dentro de dicho
término. aporte copia o certificación del escrito de for­
malización del recurso de suplicación interpuesto ante
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid y presente certificación acreditativa de la
fecha de notificación de la Sentencia dictada por la citada
Sala de lo Social. a efectos del cómputo del plazo esta­
blecido en el art. 44.2 de la mencionada Ley Orgánica.

5. Aportados los anteriores documentos. la Sección.
por providencia de 14 de mayo de 1991. acuerda admitir
a trámite la demanda de amparo formulada y. a .tenor
de lo dispuesto en el art. 51 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional. requerir atentamente a la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de .Madrid
y al Juzgado de lo Social núm. 2 de Jerez de la Frontera
para que. en el plazo de diez días. remitan. respecti­
vamente. testimonio del recurso de suplicación núm.
2.707/88 y de los autos núm. 1.246/87. interesándose
al propio tiempo se emplace a quienes fueron parte en
el mencionado procedimiento. con excepción del
recurrente en amparo que aparece ya personado. para

que en el plazo de diez días puedan comparecer en este
proceso constitucional.

6. Por providencia de 8 de julio de 1991 la Sección
acuerda tener por recibidas las actuaciones remitidas
por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid y del Juz­
gado de lo Social núm. 2 de Jerez de la Frontera y.
a tenor de lo dispuesto en el arto 52 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional. dar vista de todas las actua­
ciones del presente recurso por un plazo común de veinte
días al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo para
que. dentro de dicho término. puedan presentar las ale­
gaciones que a su derecho convengan.

7. En fecha 25 de julio de 1991 se recibe el escrito
de alegaciones de la recurrente en amparo. En ellas se
afirma y ratifica cuanto se recoge en su escrito de deman­
da. para terminar reiterando los términos de su suplico
inicial.

8. En fecha 28 de agosto de 1991 se registra el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él tras
reseñar los antecedentes de hecho. señala el Ministerio
Fiscal que la demandante de amparo entiende en este
caso que la lesión constitucional deviene de la indefen­
sión que supone el haber decidido la Sentencia impug­
nada sobre objeto distinto al debatido en el recurso.
concluyendo que se ha producido una desviación sus­
tancial entre la Sentencia y los términos en queel debate
se planteó. Pues bien. continúa el Ministerio Fiscal. es
numerosa la jurisprudencia sobre la relación entre incon­
gruencia y art. 24.1 de la C.E.• del que quizá sea el
exponente más significativo la STC 144/1991. y de la
lectura del recurso de amparo y su compulsa con los
autos que obran en el proceso constitucional aparecen
confirmadas todas las afirmaciones que en aquél se con­
tienen. La aplicación al caso de la doctrina antedicha
impone necesariamente la concesión del amparo porque.
en efecto. una vez declarada la incapacidad total por
la Magistratura de Trabajo con el incremento del 20
por 100 de la base reguladora. se produce una única
impugnación de la Sentencia: La del I.N.S.S. y la T.G.S.S.
bajo una sola representación. El objeto del recurso viene
configurado por la disconformidad de aquellos organis­
mos con el incremento del 20 por 100 y así se deriva
de su escrito de formalización de 3 de febrero de 1988
que obra en el rollo de suplicación. Por su parte. el recurri­
do impugna el recurso en los términos literales que cons­
tan en un escrito. y que son: Que se aquieta con la
Sentencia dictada a su favor pidiendo su confirmación
y consiguiente desestimación del recurso. y que no cues­
tiona en forma alguna ni reproduce petición en torno
al grado de incapacidad. conformándose con el decla­
rado. sin pretender. nuevamente. el de invalidez absoluta.
y. finalmente. no recurre la Sentencia. Con todo ello.
se quiere significar que el debate en la segunda instancia
«orbitadal> únicamente sobre el incremento del 20 por
100 en la base reguladora de la aplicabilidad o no al
caso de la legislación específica que lo autorizaba. y
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
desconoce en absoluto tanto al recurrente como el obje­
to del recurso. En el fundamento de Derecho único se
comienza diciendo «contra las afirmaciones contenidas
en el recurso interpuesto por el actor ... l>. cuando no
es el actor el recurrente. sino la demandada (como. sin
embargo. se consigna correctamente en el antecedente
de hecho tercero). Acto seguido. el citado fundamento
se desconecta totalmente del objeto de la pretensión
de suplicación para realizar una serie de disquisiciones
que descartan la existencia de incapacidad absoluta en
el actor. tema indiscutido en el recurso y en los escritos
de suplicación e impugnación. La parte dispositiva de
la Sentencia. sin embargo. desestima el recurso inter­
puesto por el I.N.S.S. y la T.G.S.S. sin dar motivación
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alguna en orden a la desestimación. Todo ello nos llevaría
a pensar, de no constar datos que revelaran lo contrario,
que la Sentencia aquí impugnada se refiere a unos autos
distíntos a aquellos en que se dictó, por su nula relación
con la cuestión debatida. Es, por tanto, de una claridad
meridiana que la Sentencia ha incurrido en incongruen­
cia total al haber decidido sobre algo distinto a lo pedido
por las partes en el recurso de suplicación y su impug­
nación que acotaban el objeto del proceso, que era el
debate sobre el incremento del 20 por 100 de la base
reguladora de la pensión otorgada. que negaba la
recurrente y apoyaban el Magistrado de instancia y el
recurrido. Ello, como ponía de manifiesto la STC
144/1991, entraña vulneración del principio de contra­
dicción, sustrayendo a las partes del verdadero debate
al no ser la parte dispositiva del fallo judicial ajustada
a las recíprocas pretensiones de las partes. Esta ina­
decuación tiene indudable relevancia constitucional al
suponer denegación de tutelá e indefensión. que debe
llevar a la anulación de la resolución dictada. A partir
de todo ello, el Fiscal termina interesando se dicte Sen­
tencia por la que se otorgue el amparo pedido y se anule
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 8 de mayo de 1990, dictada
en el recurso núm. 2.707/88.

9. Por providencia de fecha 2 de febrero de 1993
se acordó señalar para deliberación y votación de esta
Sentencia el día 8 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Plantea el recurrente, a través del presente recur~

so de amparo, la vulneración del derecho a obtener tutela
judicial efectiva consagrado en el art. 24.1 de la Cons­
titución, en su vertiente de congruencia exigible a toda
resolución judicial, que afirma no ha sido respetado en
este caso por la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, en la Sentencia de fecha 8 de
mayo de 1990 dictada en resolución del recurso de supli­
cación núm. 2.707/88.

El examen de la presente queja requiere pues, esen­
cialmente, un análisis previo de la doctrina de este Tri­
bunal acerca del derecho fundamental que se invoca,
en la concreta vertiente de incongruencia que se alega,
así como de las circunstancias concretas del supuesto
de hecho de que dimana la pretensión de amparo.

2. En el primero de los aspectos indicados basta
con recordar la doctrina que se reseña en la resolución
que indica el Ministerio Fiscal, STC 144/1991, en la
que, reiterando lo afirmado anteriormente- en diversas
resoluciones (SSTC 20/1982, 20/1984. 211/1988,
8/1989 y 58/1989), se afirma que «... el vicio de incon­
gruencia entendido como desajuste entre el fallo judicial
y los términos en que las partes formulan sus preten­
siones, concediendo más o menos o cosa distinta de
lo pedido. puede entrañar una vulneración del principio
de contradicción, constitutiva de una efectiva denega­
ción del derecho a.la tutela judicial, siempre y cuando
la desviación en que consiste la incongruencia sea de
tal naturaleza que suponga una completa modificación
de los términos del debate procesal, sustrayendo a las
partes el verdadero debate contradictorio y pronuncián­
dose un fallo o parte dispositiva no adecuado o no ajus­
tado sustancialmente a las recíprocas pretensiones de
las partes».

Pues bien, la simple aplicación de la anterior doctrina
al supuesto que se examina, con las especiales carac­
terísticas del mismo, que serán analizadas a continua­
ción, determina la procedencia de estimar la queja plan­
teada a través del presente proceso constitucional.

3. En el supuesto que nos ocupa. la Sentencia
impugnada resolvía recurso de suplicación formulado por

el Instituto Nacional de Seguridad Social (y la Tesorería
General de la Seguridad Social) contra la Sentencia dic­
tada por el Juzgado de lo Social (entonces Magistratura
de Trabajo) núm. 2 de Jerez de la Frontera en fecha
18 de enero de 1988. La lectura del escrito de forma­
lización del citado recurso de suplicación evidencia que
el recurrente (demandado en las actuaciones judiciales
de instancia) fundamentó su recurso en un único motivo.
a saber, la infracción por aplicación indebida del arto
11, párrafo 4.°. de la Ley 24/1972, de 21 de junio,
de Financiación y Perfeccionamiento de la Acción Pro­
tectora de la Seguridad Social, en relación con la Dis­
posición final quinta de la misma Ley; preceptos, ambos.
que debían llevar en su argumentación a la desestima­
ción del incremento del 20 por 100 -a reconocer a
los pensionistas de invalidez permanente total mayores
de cincuenta y cinco áños- que sobre la base reguladora
por incapacidad permanente total había solicitado el
actor ante el Juzgado de instancia y le había sido reco­
nocido por el mismo. La Sentencia de la Magistratura
de Trabajo. impugnada mediante el recurso de supli­
cación, desestimó la petición principal de la demanda.
que consistía en el reconocimiento de la situación de
Incapacidad Permenente Absoluta. en lugar de la Inca­
pacidad Permanente Total que había reconocido al tra­
bajador la Entidad Gestora. Obviamente, el recurso de
suplicación no impugnaba ni discutía tal petición prin­
cipal. pues ésta ya había sido desestimada en la Sen­
tencia dictada por la Magistratura de Trabajo; el recurso
se dirigía, como es de ver en el escrito de formalización
a que se ha hecho referencia. a discutir el incremento
del 20 por 100 que la Sentencia impugnada (tras deses­
timar la petición principal) sí había acogido. estimando
en tal sentido la petición subsidiaria del recurrente. Así,
pues. el único objeto de la suplicación era la declaración
y reconocimiento en la instancia de un incremento del
20 por 100 sobre la base reguladora correspondiente
a la Incapacidad Permanente Total.

Pero la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid no analiza la anterior cuestión ni se
pronuncia en modo alguno sobre ella. Por el contrario.
sobre lo que únicamente razona la resolución judicial
es sobre la procedencia de confirmar el pronunciamiento
de instancia en el extremo relativo a la situación de inva­
lidez, olvidando que esta cuestión no era lógicamente
la planteada por ell.N.S.S. a través del recurso.

En definitiva, pues, la Sentencia no resuelve sobre
el único motivo en que se fundamentaba el recurso de
suplicación interpuesto -adecuación a Derecho del
incremento del 20 por 100 sobre la base reguladora
correspondiente ala situación de Incapacidad Perma­
nente Total- y esta omisión esencial implica, conforme
a la doctrina constitucional inicialmente expuesta. la
manifiesta vulneración del derecho a obtener una res­
puesta jurídicamente fundada sobre la pretensión dedu­
cida ante el óragno judicial. en cuanto contenido inte­
grante del derecho fundamental que consagra el arto
24.1 C.E. que. en virtud de todo ello, ha de estimarse
vulnerado en este supuesto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por el Instituto Nacional
de la Seguridad Social y, en consecuencia:

1.° Reconocer al recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva.
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l. Antecedentes·

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

la Seguridad Social (TG.S.S.) al pago de las prestaciones
reclamadas. absolviendo a la Mutua.

Los hechos acaecidos son. en síntesis. los siguientes:

La demandante convivió con el causante durante die­
ciséis años. los inmediatamente anteriores a su muerte.
que se produjo el 14 de agosto de 1985. La demandante
solicitó la parte de pensión que entendía que le corres­
pondía según el principio prorrata temporis. que debía
compartir con la esposa del causante. El Juzgado de
lo Social de Barcelona reconoció el derecho de la deman­
dante, pero absolvió a la Mutua. El LN.S.S. y la TG.S.S.
recurrieron la'Sentencia de instancia. En su recurso invo­
caban los arts. 199 y 202 de la LGSS, dado que enten­
dían que la responsabilidad patrimonial era de la Mutua,
solicitando su absolución. El Tribunal Superior en su Sen­
tencia razona que el supuesto de hecho no genera dere­
cho a prestación alguna. por lo que revocó la Sentencia,
absolviendo a todos los demandados.

La recurrente en amparo solicita que se deje sub­
sistente la Sentencia dictada por la Magistratura de Tra­
bajo núm. 10 de Barcelona (Juzgado de lo Social), y
razona que se ha vulnerado su derecho a la tutela judicial
efectiva y que ha quedado en indefensión en virtud del
vicio de incongruencia en que ha incurrido la Sentencia
que se impugna. pues en el recurso únicamente se dis­
cutía quién debía ser el responsable de pago de las pres­
taciones reconocidas. pero no la existencia del derecho
a favor de la actora. hasta el punto que. ante la for­
mulación del recurso en tales términos. no lo impugnó.
ya que en frase literal de la demandante. ésta "pudiese.
al menos en hipótesis, hallarse más próxima a la tesis
sostenida por la recurrente que a la de la propia Sen­
tencia, en cuanto debería haber sido condenada al pago
la codemandada Mutua ... ". Los arts. 199 y 202 de la
LGSS, hacen referencia a Entidades colaboradoras en
el régimen de Seguridad Social, y a las Mutuas de acci­
dentes de trabajo. Estos eran los preceptos invocados
en el recurso; sin embargo, la Sala razona en su Sentencia
que "la Sentencia combatida contiene un pronuncia­
miento que no es consecuencia jurídica de los hechos
que' se declaran probados.. y continúa diciendo "que
el derecho a la pensión sólo nace en el supuesto de
la disposición transitoria décima, 2, de la Ley 30/1981,
de 7 de julio ...", y con revocación de la Sentencia recurri­
da absuelve a todos. los demandados. Entiende la parte
demandante que el Tribunal Superior ha podido des­
bordar los cauces o los márgenes trazados por las partes
(STC 200/1987), en el trámite de recurso, alterando
los términos en que fue planteado (STC 20/1982).

Añade. en fin, que es claro que en el presente caso
la Sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia
de Madrid. censurando jurídicamente la Sentencja
recurrida. viene a introducir en el proceso un nuevo obje­
to de debate jurídico que no fue causa de pedir o motivo
del recurso interpuesto por el LN.S.S. y la TG.S.S.• dejan­
do a la demandante en la indefensión más absoluta.
Así se deduce diáfanamente del motivo del recurso adu­
cido por la referidas recurrentes, que nada objetaron
al reconocimiento. por la Sentencia del Juez a quo ,
del dereCho de la demandante a las prestaciones de
viudedad y auxilio por defunción. de modo que no siendo
objeto de discusión otra cosa que cuál de las codeman­
dadas era responsable del pago de la prestación reco­
nocida, la demandante dejó precluir el plazo de impug­
nación del recurso interpuesto en razón de que. por natu­
ral aplicación del principio general de congrueriEia de
las Sentencias, ningurfa modificación de una eventual
revocación de la Sentencia recurrida podría afectar al
contenido de su derecho.

Por ello suplica que se dicte en su día Sentencia por
la que se declare nula. anule o revoque la Sentencia

Sala Primera. Sentencia 44/1993. de 8 de
febrero. Recurso de amparo 2.035/1990.
Contra Sentencia de la Sala de lo Social del
T.S.J. de Madrid revocatoria de la del Juzgado
de lo Social núm. 10 de Barcelona. que con­
denó al'.N.S.S. ya la T.G.S.S. al pago de las
prestaciones reclamadas. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: Incon­
gruencia «extra partita».

En el recurso de amparo núm. 2.035/90. interpuesto
por doña Josefa González Blanco, representada por la
Procuradora de los' Tribunales doña Sara Natalia
Gutiérrez Lorenzo. y asistida del Letrado don José Luis
Feu Fontaiña. contra Sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid (Sala de lo Social), de fecha 18 de
abril de 1990, que revocaba la del Juzgado de lo Social
núm. 10 de Barcelona. Han comparecido, además del
Ministerio Fiscal. el Instituto Nacional de la Seguridad
Social. representado por el Procurador don Ramiro Rey­
nolds de Miguel, asistido del Letrado don Juan Manuel
Saurí Manzano, y la Tesorería General de la Seguridad
Social. representada por la Letrada de la Seguridad Social
doña María Fernanda Mijares García-Pelayo. Ha sido
Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Por escrito registrado el 1 de agosto de 1990,
doña Sara Natalia Gutiérrez Lorenzo, Procuradora de los
Tribunales y de doña Josefa González Blanco, interpone
recurso de amparo contra la Sentencia dictada por el
Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sala de lo
Social). de fecha 18 de abril de 1990, que en su parte
dispositiva revocaba la Sentencia dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 10 de Barcelona, que estimó la deman­
da de la actora condenando al Instituto Nacional de la
Seguridad Social (I.N.S.S.) y a la Tesoreria General de
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Dada en Madrid, a ocho de febrero d¡;¡ mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Món y González Regue­
raL-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado...

2.° Anular la Sentencia de 8 de mayo de 1990 dic­
tada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid en el recurso de suplicación núm.
2.707/88, con retroacción de actuaciones judiciales al
momento procesal inmediatamente anterior al de dic­
tarse la misma.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente, don Fernando García-Món y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra y don Pedro Cruz Villalón, Magistradós, ha
pronunciado


